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admisión deberán adjudicar una plaza escolar a los alumnos o alumnas que resultaron no admitidos en el 
centro elegido como prioritario, de acuerdo con lo que a tales efectos se establezca mediante Orden de la 
persona titular de competente en materia de educación (queja 18/5568).

1.4.2.6. Equidad en la educación
...
Por lo que respecta a la educación especial, debemos recordar que conforme a lo establecido en la Ley 

Orgánica de Educación (artículo 73), el alumnado con necesidades educativas especiales es aquel que 
requiere, por un periodo de su escolarización o a lo largo de toda ella, determinados apoyos y atenciones 
educativas específicas derivadas de discapacidad o trastornos graves de conducta. Los principios que 
presiden la escolarización de estos alumnos y alumnas son los de normalización e inclusión.

Estos principios han de ser interpretados de acuerdo con la Convención de la Organización de las Naciones 
Unidas sobre Derechos de las Personas con Discapacidad, de 13 de diciembre de 2006, ratificada por 
España y en vigor desde el 3 de mayo de 2007.

Como viene aconteciendo en ejercicios anteriores, los problemas que afectan al alumnado con necesidades 
educativas especiales continúan teniendo un especial protagonismo en las actuaciones desarrolladas por 
esta Institución en 2019.

Disconformidad de las familias con la modalidad de escolarización determinada por los profesionales 
para sus hijos y, sobre todo, carencias o insuficiencias de recursos personales para la debida atención 
de este alumnado especialmente vulnerable, han constituido las principales reclamaciones de padres y 
madres.

Por regla general, las familias suelen expresar su rechazo cuando la decisión que se adopta por los 
Equipos de Orientación Educativa es una modalidad de escolarización menos integradora, es decir, el 
dictamen de escolarización elaborado por aquellos contiene la propuesta de que el menor acuda a un aula 
específica dentro de un centro ordinario (modalidad C) o se deriva a un centro específico de educación 
especial (modalidad D).

Se trata de una cuestión ciertamente compleja por cuanto la decisión señalada se adopta por profesionales 
sobre la base de criterios estrictamente técnicos. Siendo ello así esta Institución tiene poco margen de 
intervención para supervisar la idoneidad o no de tales acuerdos. Ello no empece para que analicemos 
que el señalado acuerdo se adopta siempre en interés superior del alumnado y no dictado por los medios 
o recursos existentes en los centros docentes.

La insuficiencia de medios en los colegios nunca puede servir de fundamento para denegar el acceso de 
un alumno o alumna con discapacidad a un recurso más inclusivo dentro del sistema ordinario, en igualdad 
de condiciones y en la comunidad en la que vive. Caso contrario se estará vulnerando el derecho de este 
alumnado a una educación inclusiva, en los términos que señalan las leyes educativas y la Convención de 
las personas con discapacidad de la ONU.

Recordemos que la señalada Convención obliga a los Estados, respecto del alumnado con discapacidad, 
a que hagan ajustes razonables en función de las necesidades individuales, a que se le preste el apoyo 
necesario en el marco del sistema general de educación para facilitar su formación efectiva, y a que se 
faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo 
académico y social, de conformidad con el objetivo de la plena inclusión.

Por otro lado, hemos de tener en cuenta las garantías que se otorgaron a las familias en el año 2015 
para recurrir las decisiones sobre las modalidades de escolarización. En efecto, tras la publicación de 
las Instrucciones de 22 de junio de 2015, de la Dirección General de Participación y Equidad, por las que 
se establece el protocolo de detección, identificación del Alumnado con Necesidad Específica de Apoyo 
Educativo y organización de la respuesta educativa, actualizado por otras Instrucciones de 8 de marzo de 
2017, se instauró un procedimiento específico de reclamación contemplado en instrucción 4 apartado 6 
de aquellas.

En este contexto, han sido varias las intervenciones realizadas por la Institución supervisando a la 
Administración educativa en el cumplimiento de las normas que rigen dicho procedimiento de reclamación 

http://defensordelmenordeandalucia.es/es-necesario-un-monitora-de-educacion-en-el-centro-docente-en-el-que-esta-su-hija-con-necesidades
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de los dictámenes de escolarización (queja 19/0968, queja 19/2384, queja 19/2385, queja 19/5142, entre 
otras).

Como viene siendo práctica habitual en los últimos años, el mayor número de reclamaciones en el ámbito 
de la educación especial va referido a la ausencia o escasez en los centros docentes de profesionales para 
la debida atención del alumnado con necesidades educativas especiales.

De nuevo, los profesionales técnicos de integración social -antiguos monitores de educación especial- 
centran las demandas familiares. Y no sólo la inexistencia del recurso en un centro docente determinado 
sino especialmente por la insuficiencia horaria que dichos profesionales permanecen en los centros 
durante la jornada escolar. Una insuficiencia que en muchas ocasiones es reconocida por las propias 
delegaciones territoriales argumentando que la adjudicación de más o menos horas de presencia de estos 
profesionales se hace depender de las decisiones que al respecto se realicen desde los órganos centrales 
de la Consejería de Educación.

En efecto, algunos entes territoriales no han dudado en poner de manifiesto la ausencia de asignación de 
recursos suficientes para atender todas las necesidades del alumnado con discapacidad, lo que les obliga 
a realizar una redistribución de las horas de los profesionales técnicos de integración social entre todos 
los colegios e institutos de la provincia que impide que aquellos puedan permanecer durante la jornada 
escolar en los distintos centros docentes. La única solución al problema pasa por nuevas actividades de 
planificación de los órganos centrales de la Administración que permitan conceder más recursos para 
atender a la demanda (queja 19/1234 y queja 19/2258).

Estas restricciones horarias en ocasiones son determinantes para padres y madres a la hora de elegir el 
centro donde escolarizar a sus hijos con necesidades educativas especiales. Algunas familias se han visto 
abocadas a cambiar a los menores de colegio, a pesar de encontrarse perfectamente integrados o que 
éste se ubique en un lugar próximo al domicilio familiar. El cambio se realiza porque en el otro colegio el 
profesional de integración social tiene una mayor presencia horaria y, por tanto, puede satisfacer mejor 
las necesidades especiales del alumno (queja 19/5088).

Un elevado número del alumnado escolarizado en los centros específicos de educación especial suele 
padecer graves patologías que hacen necesaria la presencia en estos recursos educativos de personal 
sanitario. Se trata éste de un asunto ampliamente tratado en el informe que esta Institución, en su condición 
de Defensor del Menor de Andalucía, elaboró sobre los centros específicos de educación especial.

Durante 2019 hemos tenido ocasión de incidir de nuevo en este aspecto tras la investigación de oficio 
iniciada cuando conocimos el fallecimiento de un menor en un centro específico de la provincia de Cádiz. El 
fatal desenlace se produjo tras sufrir un alumno de 14 años una crisis de convulsiones en las instalaciones 
del propio centro docente, a pesar de que el profesorado ejecutó técnicas de reanimación hasta la llegada 
del equipo médico. El AMPA llevaba más de cinco años reclamando la presencia de personal sanitario que 
atendiera las graves patologías y enfermedades que padecen algunos alumnos y alumnas que acuden a 
este colegio.

Hemos sido informados de que, conocedores de la conveniencia de contar con este tipo de personal, 
por las afecciones que padecen muchos de los alumnos de estos centros, la Delegación Territorial de 
Educación está manteniendo contactos con la Delegación Territorial de Salud para conseguir atención 
puntual de enfermeros o enfermeras en algunos centros concretos como es el caso del centro donde se 
produjo el fallecimiento.

Por otro lado, hasta no hace mucho tiempo, la atención educativa que recibían los niños con enfermedades 
muy graves venía siendo prestada en los centros hospitalarios, ya que aquellos pasaban ingresados gran 
parte de su existencia o, en el mejor de los casos, se proporcionaba atención educativa domiciliaria en los 
periodos de tiempo en los que el niño o niña no se encontraba hospitalizado.

Por fortuna, los avances médicos y tecnológicos están permitiendo que estos alumnos puedan, con 
muchas dificultades y superando grandes retos, acudir a los centros educativos. El problema es que los 
colegios e institutos no disponen de recursos necesarios para su debida atención asistencial. Tampoco 
están presentes estos profesionales en los servicios complementarios de comedor o transporte escolar.

http://defensordelmenordeandalucia.es/atienden-la-reclamacion-ante-el-cambio-de-un-alumno-con-trastorno-del-espectro-autista-tea-de-aula
http://defensordelmenordeandalucia.es/madre-se-lamenta-de-que-el-tecnico-de-integracion-social-no-se-encuentre-toda-la-jornada-escolar-en
http://defensordelmenordeandalucia.es/incrementaran-la-jornada-de-atencion-a-un-alumno-con-necesidades-educativas-especiales
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/centros-especificos-de-educacion-especial-en-andalucia


20

Desglose por temas • IAC 2019 

5. Dependencia y Servicios Sociales

Citemos un ejemplo. Se lamentaba una familia de la ausencia de cualificación profesional necesaria de la 
persona contratada por la Administración educativa para realizar la labor de acompañamiento durante el 
trayecto escolar en ambulancia que diariamente debe realizar su hija, dadas sus graves patologías.

Desde luego los padres no demandaban nada graciable sino el reconocimiento de un derecho. En efecto, 
el Real Decreto 443/2001 de 27 de abril, sobre condiciones de seguridad en el transporte escolar y de 
menores dispone que siempre que se transporte alumnos de centros de educación especial se deberá 
contar con acompañante con la calificación laboral necesaria para la adecuada atención a este alumnado 
de necesidades educativas especiales. También el Decreto 287/2009, de 30 de junio, por el que se regula 
el servicio de transporte escolar en los centros docentes establece que cuando se transporte alumnado 
de centros específicos de educación especial, la función de acompañante será realizada por un monitor 
o monitora de educación especial con destino en el centro, si lo hubiere. En caso contrario la persona 
acompañante deberá contar con la cualificación laboral necesaria para la adecuada atención a este 
alumnado.

Tras nuestra intervención el asunto se resolvió satisfactoriamente con la contratación por parte de 
la entidad adjudicataria del servicio de acompañantes de transporte escolar de una persona con la 
capacitación exigida para la atención a la alumna (queja 18/6852).

En el ámbito de la educación especial señalar finalmente las actuaciones mediadoras realizadas para 
fomentar la creación de un aula específica en el entorno del Bajo Andarax. Se trata de un asunto cuya 
preocupación era compartida por los representantes del ayuntamiento de Gador y por los propios 
responsables de la Delegación Territorial de Educación.

En una sesión realizada por el área de Mediación de la Institución -de la que se dará cuenta con mayor 
amplitud en el capítulo 2 de este Informe- se puso de manifiesto que la decisión de establecer o no un aula 
específica en una determinada zona geográfica, son criterios técnicos objetivos, que atienden no obstante 
las especiales circunstancias de cada alumno y alumna afectados.

Por ello, obtuvimos el compromiso de analizar el alumnado y sus necesidades para el próximo curso 
escolar 2020-2021, con la intención de que si fuera posible, se instale un aula específica en la zona, lo cual 
dependerá del cumplimiento de tales criterios (queja 19/1235).

...

1.4.2.7. Formación Profesional
...
El acceso del alumnado con discapacidad a las Enseñanzas de Formación Profesional ha motivado 

asimismo la intervención de esta Institución. Dicho sistema de acceso se encuentra regulado en la Orden 
de 1 de junio de 2016, por la que se regulan los criterios y el procedimiento de admisión del alumnado en 
los centros docentes para cursar ciclos formativos de grado medio y de grado superior, sostenidos con 
fondos públicos, de formación profesional inicial del sistema educativo

Según esta norma, el sistema establecido de acceso se realiza a través de un cupo específico para este 
alumnado, y en caso de no existir plazas suficientes, se efectuará un sorteo entre los aspirantes.

Sobre este asunto dirigimos en 2017 una Sugerencia a la entonces Secretaría General de Educación y 
Formación Profesional para que modificara la Orden de referencia de modo que cuando no existan plazas 
suficientes para el alumnado que pretenda acceder a las plazas reservadas para alumnos afectados por 
discapacidad se tenga en cuenta el expediente académico de los aspirantes y no se atienda al resultado de 
un sorteo. De este modo tendrá preferencia el alumnado con mayores calificaciones, introduciendo con 
ello un elemento más objetivo que el azar de un sorteo.

Esta Sugerencia fue aceptada por la administración educativa pero en el curso escolar 2018-2019 
continuábamos recibiendo reclamaciones de ciudadanos que evidenciaban que, hasta aquel momento, no 
se había cumplido nuestra resolución.

Tras diversas actuaciones para comprobar las razones de la demora en poner en práctica nuestra 
resolución, recibimos una nueva respuesta de la Consejería -abril de 2019- señalando que tras el reciente 

http://queja 18/6852

